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Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Segundo Laboral del Circuito

Tema:



1. DISFRUTE DE LA PENSIÓN DE VEJEZ. - La Sala de Casación Laboral en la sentencia SL5603 de 6 de abril de 2016 con radicación Nº 47.236 y ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, sostuvo, con base en lo previsto en los artículos 13 y 35 del Acuerdo 049 de 1990, que por regla general la fecha a partir de la cual se debe empezar a disfrutar la prestación, es aquella en la que el afiliado se haya desafiliado formalmente del sistema.

No obstante lo anterior, expresó también que hay eventos que pueden ser advertidos por los operadores judiciales y que permiten fijar el disfrute de la pensión en fecha anterior a la desafiliación formal del sistema, por ejemplo, cuando, no obstante hacer la solicitud de reconocimiento, el afiliado es conminado por la Administradora a continuar cotizando a pesar de reunir los requisitos para acceder a la pensión, evento en el cual debe concederse el disfrute desde ese momento; y en aquellos eventos en los que el afiliado denota su intención de cesar definitivamente las cotizaciones al sistema, casos en los que también deberá reconocerse el disfrute pensional con antelación a la fecha en que se produzca la mencionada desafiliación formal.
2. EFICACIA PROBATORIA DE LOS DOCUMENTOS SIN FIRMA. - En sentencia SL-6557  de  11 de mayo de 2016 radicación Nº 48.254 con ponencia  de la  Magistrada  Clara  Cecilia  Dueñas Quevedo,  la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia se pronunció frente a la eficacia probatoria de los documentos sin firma en los siguientes términos:

“En ese orden, el art. 251 del C.P.C. en armonía con el art. 243 del C.G.P. prevé que los documentos se dividen en públicos y privados; a su turno el art. 252 del C.P.C. en concordancia con el art. 244 del C.G.P. establece que es auténtico un documento «cuando existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito o firmado, o cuando exista certeza respecto de la persona a quien se atribuye el documento».

En ese mismo sentido, el art. 264 del C.P.C. en relación con el art. 257 del C.G.P. señala que «Los documentos públicos hacen fe de su otorgamiento, de su fecha y de las declaraciones que en ellos haga el funcionario que los autoriza».

Lo anterior significa que si bien es cierto pueden existir diferentes medios que lleven al Juez a tener certeza sobre la persona que elaboró, creo o autorizó un documento, cuando dichos medios son inexistentes, la firma se convierte en un elemento importante para identificar su autor, máxime en tratándose de la historia laboral, a partir de la cual se otorgará o negará el derecho prestacional reclamado, razón por la cual, antes de darle valor a su contenido debe establecerse si es auténtica. 

Es oportuno clarificar que si bien en sentencia CSJ SL14236-2015 la Sala le otorgó eficacia probatoria a una historia laboral sin firma, ello se hizo bajo la consideración que, en ese proceso, debido a la conducta procesal del I.S.S., podía atribuirse su autoría a dicha entidad, toda vez que al dar respuesta a la demanda aludió a su contenido y se apoyó en él para construir su defensa.”

Y posteriormente continuó expresando:

“En el caso de autos la situación es distinta, pues, además de que la historia laboral de folios 8 a 13 no se encuentra suscrita o manuscrita por un funcionario del I.S.S., esta entidad al dar respuesta a la demanda no reconoció expresa o implícitamente su contenido ni construyó su discurso de defensa con apego a ese documento, de modo que pudiera predicarse una comunidad de prueba. De otra parte, no existen precisos elementos o signos de individualización que permitan colegir que la administradora demandada la elaboró, aprobó o autorizó, motivo por el cual, no hay otro camino que restarle mérito probatorio para demostrar el número de semanas que cotizó Gloria Ceballos.

Lo dicho, no contradice lo previsto en el par. del art.  24 de la L. 712/2001, que modificó el 54 A del C.P.T. y S.S., dado que esta preceptiva se ocupa del valor probatorio de algunas copias simples, mas no autoriza que se obvien las exigencias legales referidas a la autenticidad de los documentos. En efecto, señala la norma: 

“En todos los procesos, salvo cuando se pretenda hacer valer como título ejecutivo, los documentos o sus reproducciones simples presentados por las partes con fines probatorios se reputarán auténticos, sin necesidad de autenticación ni presentación personal, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en relación con los documentos emanados de terceros.”.”.
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Hoy, seis de junio de dos mil diecisiete, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el MINISTERIO PÚBLICO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 20 de febrero de 2017 y el grado jurisdiccional de consulta de la misma, dentro del proceso que promueve la señora GLORIA MARÍA RÍOS RAMÍREZ en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2015-00686-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Gloría María Ríos Ramírez que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca el disfrute de la pensión de vejez reconocida mediante la resolución Nº GNR 043617 de 19 de marzo de 2013 a partir del mes de febrero de 2012 y en consecuencia aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer el retroactivo pensional causado desde esa calenda hasta el 31 de marzo de 2013 sin que le sea descontado el porcentaje correspondiente a los aportes en salud, la indexación de las sumas reconocidas, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 27 de marzo de 1957, realizando cotizaciones al sistema general de pensiones entre el 15 de septiembre de 1976 y el 29 de febrero de 2012; el 13 de enero de 2012 presentó carta de renuncia a su empleador Gráficas Trujillo Ltda. por haber cumplido los requisitos para acceder a la pensión de vejez, siendo desvinculada para salud y pensión desde el mes de enero y febrero de 2012 respectivamente; luego de solicitar el reconocimiento de la pensión de vejez, la Administradora Colombiana de Pensiones por medio de la resolución Nº GNR 043617 de 19 de marzo de 2013 accede al derecho y fija como fecha de disfrute el 1º de abril de 2013 y niega el retroactivo pensional, argumentando que no se había acreditado la desvinculación con el último empleador; ante esa situación, interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, pero mediante las resoluciones GNR 192956 de 26 de julio de 2013 y VPB 8406 de 29 de mayo de 2014 se confirmó la decisión inicial; el 24 de julio de 2014 solicitó nuevamente el reconocimiento del retroactivo pensional, no obstante, a pesar de reliquidar la pensión, no accedió a cancelar el retroactivo solicitado, decisiones éstas que adoptó a través de la resolución Nº GNR 408017 de 24 de noviembre de 2014; respecto a este último acto administrativo, también interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, insistiendo en el reconocimiento del retroactivo pensional, pero en la resolución Nº GNR 116594 de 24 de abril de 2015 se confirmaron los actos administrativos que negaron el reconocimiento del retroactivo.
Al contestar la demanda –fls.120 a 126- la Administradora Colombiana de Pensiones se opuso a las pretensiones de la actora manifestando que ella hizo cotizaciones efectivas hasta el 31 de enero de 2012, pero que por haber solicitado el reconocimiento de la pensión el 25 de febrero de 2013, no tiene derecho a que se le cancele el retroactivo solicitado. Formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia del derecho” y “Prescripción”. 

En sentencia de 20 de febrero de 2017, la funcionaria de primer grado estableció que el último empleador de la señora Gloria María Ríos Ramírez, Graficas Trujillo Ltda., reportó la novedad de retiro de su trabajadora en el mes de enero de 2012, motivo por el que tiene derecho a disfrutar la pensión a partir del 27 de marzo de 2012, fecha en que cumplió los 55 años de edad; motivo por el que condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar por concepto de retroactivo pensional causado entre esa calenda y el 31 de marzo de 2013, la suma de $19.248.460.

Posteriormente encontró que la accionante hizo cotizaciones al sistema general de salud en calidad de trabajadora independiente en ese periodo, motivo por el que ordenó que al momento de descontar del retroactivo pensional el 12% por concepto de salud, se tenga en cuenta el monto que ella ya cotizó durante ese lapso.

También condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 25 de agosto de 2013 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

Inconforme con la decisión, el Ministerio Público interpuso recurso de apelación expresando que el descuento por los aportes al sistema general de salud debe hacerse en su totalidad, pues los aportes hechos por la demandante entre el 27 de marzo de 2012 y el 31 de marzo de 2013 los hizo en su calidad de trabajadora independiente, sin que sea posible restarle el monto cancelado en esas oportunidades.

Igualmente manifiesta que los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 deben de ser reconocidos desde el 3 de octubre de 2012 y no desde el 25 de agosto de 2013, toda vez que la reclamación elevada por la señora Ríos Ramírez tendiente a que se le reconociera la pensión de vejez fue presentada el 3 de abril de 2012.

Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMA A RESOLVER, el que a continuación se plantea:

¿A partir de qué fecha tiene derecho la demandante a disfrutar la pensión de vejez que le fue reconocida mediante la resolución Nº GNR 043617 de 2013?
De tener derecho la señora Ríos Ramírez a que se le reconozca retroactivo pensional ¿Cómo debe ordenarse el descuento en salud? y ¿Habría lugar a condenar a Colpensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993?
Con el propósito de dar solución al interrogante es del caso analizar los siguientes aspectos jurídicos:

1. DISFRUTE DE LA PENSIÓN DE VEJEZ

La Sala de Casación Laboral en la sentencia SL5603 de 6 de abril de 2016 con radicación Nº 47.236 y ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, sostuvo, con base en lo previsto en los artículos 13 y 35 del Acuerdo 049 de 1990, que por regla general la fecha a partir de la cual se debe empezar a disfrutar la prestación, es aquella en la que el afiliado se haya desafiliado formalmente del sistema.
No obstante lo anterior, expresó también que hay eventos que pueden ser advertidos por los operadores judiciales y que permiten fijar el disfrute de la pensión en fecha anterior a la desafiliación formal del sistema, por ejemplo, cuando, no obstante hacer la solicitud de reconocimiento, el afiliado es conminado por la Administradora a continuar cotizando a pesar de reunir los requisitos para acceder a la pensión, evento en el cual debe concederse el disfrute desde ese momento; y en aquellos eventos en los que el afiliado denota su intención de cesar definitivamente las cotizaciones al sistema, casos en los que también deberá reconocerse el disfrute pensional con antelación a la fecha en que se produzca la mencionada desafiliación formal.
2. EFICACIA PROBATORIA DE LOS DOCUMENTOS SIN FIRMA

En sentencia SL-6557  de  11 de mayo de 2016 radicación Nº 48.254 con ponencia  de la  Magistrada  Clara  Cecilia  Dueñas Quevedo,  la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia se pronunció frente a la eficacia probatoria de los documentos sin firma en los siguientes términos:

“En ese orden, el art. 251 del C.P.C. en armonía con el art. 243 del C.G.P. prevé que los documentos se dividen en públicos y privados; a su turno el art. 252 del C.P.C. en concordancia con el art. 244 del C.G.P. establece que es auténtico un documento «cuando existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito o firmado, o cuando exista certeza respecto de la persona a quien se atribuye el documento».

En ese mismo sentido, el art. 264 del C.P.C. en relación con el art. 257 del C.G.P. señala que «Los documentos públicos hacen fe de su otorgamiento, de su fecha y de las declaraciones que en ellos haga el funcionario que los autoriza».

Lo anterior significa que si bien es cierto pueden existir diferentes medios que lleven al Juez a tener certeza sobre la persona que elaboró, creo o autorizó un documento, cuando dichos medios son inexistentes, la firma se convierte en un elemento importante para identificar su autor, máxime en tratándose de la historia laboral, a partir de la cual se otorgará o negará el derecho prestacional reclamado, razón por la cual, antes de darle valor a su contenido debe establecerse si es auténtica. 

Es oportuno clarificar que si bien en sentencia CSJ SL14236-2015 la Sala le otorgó eficacia probatoria a una historia laboral sin firma, ello se hizo bajo la consideración que, en ese proceso, debido a la conducta procesal del I.S.S., podía atribuirse su autoría a dicha entidad, toda vez que al dar respuesta a la demanda aludió a su contenido y se apoyó en él para construir su defensa.”

Y posteriormente continuó expresando:

“En el caso de autos la situación es distinta, pues, además de que la historia laboral de folios 8 a 13 no se encuentra suscrita o manuscrita por un funcionario del I.S.S., esta entidad al dar respuesta a la demanda no reconoció expresa o implícitamente su contenido ni construyó su discurso de defensa con apego a ese documento, de modo que pudiera predicarse una comunidad de prueba. De otra parte, no existen precisos elementos o signos de individualización que permitan colegir que la administradora demandada la elaboró, aprobó o autorizó, motivo por el cual, no hay otro camino que restarle mérito probatorio para demostrar el número de semanas que cotizó Gloria Ceballos.

Lo dicho, no contradice lo previsto en el par. del art.  24 de la L. 712/2001, que modificó el 54 A del C.P.T. y S.S., dado que esta preceptiva se ocupa del valor probatorio de algunas copias simples, mas no autoriza que se obvien las exigencias legales referidas a la autenticidad de los documentos. En efecto, señala la norma: 

“En todos los procesos, salvo cuando se pretenda hacer valer como título ejecutivo, los documentos o sus reproducciones simples presentados por las partes con fines probatorios se reputarán auténticos, sin necesidad de autenticación ni presentación personal, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en relación con los documentos emanados de terceros.”.”.

EL CASO CONCRETO

En la resolución Nº GNR 192956 de 26 de julio de 2013 –fls.25 y 26- por medio de la cual la Administradora Colombiana de Pensiones resuelve el recurso de reposición presentado en contra de la resolución Nº GNR 043617 de 19 de marzo de 2013 –fls.17 a 19- dicha entidad reconoce que la última cotización al sistema general de pensiones que registra la señora Gloria María Ríos Ramírez data del 29 de febrero de 2012, sin embargo, sostiene que no es posible reconocerle retroactivo pensional, pues no obra novedad de retiro.

No obstante lo afirmado por Colpensiones, se tiene que la sociedad Gráficas Trujillo Ltda. en el ciclo de febrero de 2012 realizó la cotización correspondiente a ese periodo y en esa misma planilla –fl.95- presentó la novedad de retiro de su trabajadora al sistema general de salud; novedad ésta que quedó consignada en la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.156 a 170-, por lo que al haber cumplido el llenó de los requisitos exigidos para acceder a la pensión de vejez el 27 de marzo de 2012, cuando cumplió los 55 años de edad al haber nacido en la misma calenda del año 1957, tal y como se aprecia en la copia de la cédula de ciudadanía visible folio 65 del expediente, y tener la densidad de semanas requeridas por la Ley, tiene derecho a empezar a disfrutar la prestación económica a partir de esa calenda, como acertadamente lo determinó la a quo.
Como la mesada reliquidada para el año 2013 a través de la resolución Nº GNR 408017 de 24 de noviembre de 2014, asciende a la suma de $1.493.096, descontándole a ese valor el IPC del año 2012, que lo fue del 2.44%, se obtiene para el año 2012 una mesada pensional equivalente a $1.457.532.
Así las cosas, tendría derecho la accionante a que se le reconociera por concepto de retroactivo pensional causado entre el 27 de marzo de 2012 y el 31 de marzo de 2013 la suma de $19.248.945 y no la suma de $19.248.460 fijada en el curso de la primera instancia, no obstante, como ese punto no fue objeto de controversia se conservará en aplicación del principio de la no reformatio in pejus, advirtiendo en todo caso que ninguna de las mesadas causadas se encuentra cobijada por el fenómeno de la prescripción.
En lo que concierne al descuento por aportes al sistema general de salud, afirma la señora Ríos Ramírez en la demanda –fls.106 a 112-, que entre el mes de marzo de 2012 y el mes de marzo de 2013 hizo cotizaciones al sistema general de salud en calidad de trabajadora independiente, motivo por el que considera que no hay lugar a que se le descuente suma alguna por ese concepto del retroactivo pensional causado.
No obstante, apoya esa afirmación allegando cuatro planillas que se ven a folios 99 a 102 en donde se indica que la demandante hizo cotizaciones como trabajadora independiente al sistema general de salud en los meses de marzo, abril, mayo y junio del año 2012, sin embargo, esos documentos carecen de firma o de cualquier signo de individualidad que permitan concluir que fueron elaborados por la EPS S.O.S. S.A., por lo que no resulta posible dárles el valor probatorio pretendido por la parte actora.

Es que tal y como se desprende de lo dicho por la Sala de Casación Laboral, la información suministrada en un documento solo podrá ser valorada dentro de un proceso judicial, en la medida en que éste se encuentre debidamente suscrito por el funcionario correspondiente cuando se trate de un documento público o por las respectivas partes cuando se trate de documento privado.
Bajo tales circunstancias y no habiendo prueba idónea que demuestre que la señora Gloria María Ríos Ramírez hizo cotizaciones al sistema general de salud entre el 27 de marzo de 2012 y el 31 de marzo de 2013, no resulta posible estudiar si había lugar a descontar los montos que había consignado como aportes al mencionado sistema, pues se desconoce en qué calidad los hizo, razón por la que se autoriza a la Administradora Colombiana de Pensiones a que descuente el 12% del retroactivo pensional causado, esto es, la suma de $2.309.815,20 correspondientes a los aportes en salud.

En cuanto al reconocimiento de los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, en el expediente administrativo allegado en cd que reposa a folio 171 del plenario, se evidencia que la señora Gloria María Ríos Ramírez elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de vejez en formato Nº 642185 el 3 de abril de 2012, por lo que la Administradora Colombiana de Pensiones contaba con el término improrrogable de cuatro meses a partir de ese momento para reconocer la prestación económica con su correspondiente retroactivo, sin que así lo hubiere hecho, ya que a pesar de contar con la información necesaria para reconocer el disfrute de la prestación económica desde el 27 de marzo de 2012, en reiteradas oportunidades se negó a hacerlo, al punto que la señora Ríos Ramírez no tuvo otra opción que iniciar la presente acción ante la jurisdicción ordinaria laboral, motivo por el que tiene derecho a que los mismos se reconozcan a partir del 3 de agosto de 2012 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.
En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales segundo y tercero de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito.
Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales SEGUNDO y TERCERO de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:
“SEGUNDO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la señora GLORIA MARÍA RÍOS RAMÍREZ, la suma de $19.248.460, por concepto de retroactivo pensional causado entre el 27 de marzo de 2012 y el 31 de marzo de 2013, autorizando a dicha entidad a que descuente por concepto de aportes al sistema general de salud, la suma de $2.309.815,20.

TERCERO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 3 de agosto de 2012 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.”
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia que por consulta se ha conocido.
Sin costas en esta instancia.
Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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